INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL Y MARÍTIMO, RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE OTORGA BENEFICIOS A LOS ADQUIRENTES DE PREDIOS AFECTOS A LA REFORMA AGRARIA Y MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.262, DE 1980, Y LAS LEYES Nos. 15.8401 18.658 y 18.768.



BOLETIN Nº 215-01

HONORABLE CAMARA:

	Vuestra Comisión de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo pasa a informaros sobre el proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que tiene por objeto otorgar beneficios a los adquirentes de predios afectos a la reforma agraria y modifica el decreto ley Nº 3.262, de 1980, y las leyes Nos. 15.840, 18.377, 18.658 y 18.768.

	Para el despacho de esta iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia constitucional, en todos sus trámites, calificándola de “simple”, a partir del día 4 de diciembre de 1990.

	Con fecha 13 de diciembre, S.E. el Presidente de la República procedió a retirar la urgencia para el despacho del proyecto y la hizo presente nuevamente y en el mismo carácter, a partir del día 18 de diciembre de 1990.  En consecuencia, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 186 del Reglamento Interno de la Corporación, la Honorable Cámara dispone de un plazo de 30 días para el despacho del proyecto.

	Según el artículo 189, Nº 10, del Reglamento, el plazo de que dispone la Comisión para emitir su primer informe vence el día 28 de diciembre de 1990.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

	Es del caso señalar que, en la fecha de disolución de la Corporación de la Reforma Agraria, el 12 de enero de 1979, pasaron a integrar el patrimonio fiscal, los saldos de precios provenientes de las siguientes operaciones:

	a) Ventas de terrenos por la Caja de Colonización Agrícola (artículos 41 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 76, de 1960, del Ministerio de Hacienda).

	b) Enajenaciones de terrenos o sitios efectuados por CORA, ODENA y SAG, por asignación o venta directa a asentados o a sociedades agrícolas constituidas por éstos (artículo 12 del decreto ley Nº 2.247, de 1978).

	c) Venta en remate a particulares de predios de secano rematados en virtud de lo dispuesto en el artículo 2º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, y de reservas CORA o de retazos vendidos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67, letras c), d), e) y f), de la ley Nº 16.640, por la Corporación de Reforma Agraria y la Oficina de Normalización Agraria.

	d) Todos los créditos que la CORA u ODENA concedieron a los asentados para la adquisición de maquinarias, infraestructura, insumos, u otros conceptos, los que, por disposición del artículo 3º del decreto ley Nº 3.165, de 1980, se consolidaron con los saldos de precios derivados de la adquisición de tierra.

	La conjunción de diversos factores, tales como las altas tasaciones originales de los predios asignados y los precios de adquisición de ellos, artificialmente elevados por la existencia de mecanismos de imputación a los mismos derechos valorados (renuncias), determinaron que el monto de las deudas fiscales excediera la capacidad de pago de los deudores y sobrepasara el valor real de las tierras.

	En tales condiciones, surgió la dictación de la ley Nº 18.377, a la que se remite gran parte del articulado del presente proyecto.  Esa ley se dictó con el propósito de dar solución a la problemática existente, planteándose, como sus objetivos, los siguientes:

	1. Otorgar en general, un “crédito”, de cargo fiscal, a los titulares de deudas fiscales, originadas en saldos de precios adquiridos o que se adquirieren por compra o asignación de la ex Caja de Colonización Agrícola, de la ex Corporación de la Reforma Agraria o de algunos de los organismos sucesores de esta última;

	2. Facultar a los adquirentes de predios en el proceso de reforma agraria con el fin de solicitar la ampliación de los plazos para pagar la deuda contraída con el Fisco;

	3. Modificar la composición de la Comisión encargada de resolver las reclamaciones que los adquirentes de predios de la reforma agraria pudieran presentar en contra de la determinación de sus deudas, y ampliar, asimismo, sus facultades, y

	4. Reemplazar el sistema vigente para la determinación de los derechos de aguas correspondiente a cada uno de los adjudicatarios del predio expropiado, encomendando al SAG tal misión.

	Dentro de los aspectos o materias más relevantes de la ley Nº 18.377, se encuentran:

	El derecho al goce de un crédito fiscal, no sujeto a devolución, otorgado a los titulares de deudas fiscales por concepto de saldos de precio derivados de la adquisición de predios rústicos, cuyo monto comprenda la totalidad de los intereses, sean corrientes o penales, pagados o devengados, desde la fecha de adquisición del predio, hasta el 30 de abril de 1985.

	Con posterioridad a dicha fecha, se establece que el monto del crédito será equivalente al monto de los intereses no penales de cada cuota y al 70% del valor de las mismas, reajustadas una vez excluidos tales intereses (artículo 1º, Nº 1).

	Consagra igual derecho a favor de aquellos que hubieren adquirido predios de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley 2.247, mientras mantengan su calidad de adquirentes directos.  Lo extiende, asimismo, a las sociedades aludidas en la misma disposición, bajo la condición de que el 80% de los derechos sociales estén radicados en poder de ex asentados o beneficiarios de la reforma agraria.

	Fija, asimismo, la manera de calcular el crédito respecto de los intereses pagados, devengados pero no pagados, y por devengar (artículo 1º, Nº 2).

	Dispone una rebaja gradual de las tasas de interés corrientes sobre los saldos de las deudas de dichos predios y establece, además, la tasa de interés penal para el caso de mora, las cuales sólo tendrán vigencia mientras el deudor mantenga la propiedad del predio (artículo 2º).

	Condona los intereses penales sobre los saldos de precios de los predios que no constituyan sitios enajenados por la ex CORA, la ex ODENA y el SAG en virtud de lo dispuesto en la letra e) del artículo 67 de la ley Nº 16.640 y en el artículo 2º del decreto ley 2.247.

	Respecto de tales predios, estatuye la consolidación de las deudas al 30 de octubre de 1985 y la ampliación de siete años en el plazo de pago de los saldos, a contar del último vencimiento, y la rebaja de las tasas de interés corriente y penal (artículo 3º).

	Amplía, en general, a 30 años, a contar de la fecha de la asignación, el plazo de pago de la deuda fiscal, siempre que sus titulares tengan derecho a gozar del crédito establecido en el Nº 2 del artículo 1º de dicha ley.

	Preceptúa igual ampliación de plazo para el pago de la deuda fiscal respecto de los asignatarios y de quienes los hayan sucedido o subrogado en los mismos términos establecidos en el acta de asignación, cuando el plazo establecido en la misma sea inferior.  Igual norma se hace extensiva a los colonos y a los adquirentes de sitios.

	Consigna, asimismo, una ampliación, a 16 años, del plazo para el pago de las deudas contraídas conforme a lo dispuesto en los artículos 3º y 5º, letra d), del decreto ley 3.262, contado aquél desde la fecha de la enajenación del predio por el primitivo asignatario o adjudicatario (artículo 4º).

	Contempla la sanción de la pérdida del crédito fiscal correspondiente y la aplicación del interés penal sobre la misma (artículo 8º).

	Condona a los mismos deudores, y a aquellos ex asentados que no son asignatarios de tierras, la parte de la deuda fiscal proveniente de las liquidaciones de las sociedades agrícolas de reforma agraria y otorga la posibilidad de que las cantidades pagadas por tal concepto se imputen, reajustadas, al saldo de la deuda fiscal, cuando existiere (artículo 9º).

	En relación con la Comisión encargada de conocer de las reclamaciones presentadas en contra de las deudas, determina la persona de su Presidente; las facultades de la Comisión y concede un nuevo plazo para los efectos de concluir el proceso de resolución de los reclamos sobre los cuales debe conocer (artículo 11).

	Introduce modificaciones en los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3º del decreto ley 3.262.

	En cuanto a los dos primeros, los sustituye, reglamentando la forma en que los asignatarios o adjudicatarios, y quienes los hubieren sucedido o subrogado, podrán enajenar sus predios y derechos.  Fija un plazo no superior a 16 años para que el comprador pague la deuda fiscal.

	En lo tocante al tercer inciso, establece una tasa anual del 7% por concepto de interés corriente y una tasa, también anual, del 9% por concepto de interés penal (artículo 12).

	Por último, sustituye el artículo 5º del Código de Aguas, estableciendo un procedimiento para la determinación e inscripción de los derechos de aprovechamiento, provenientes de predios expropiados, total o parcialmente, por aplicación de las leyes Nº 15.020 y 16.640 (artículo 13).

II. IDEAS MATRICES o FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

	El mensaje hace presente que el propósito del Supremo Gobierno es contribuir a consolidar la propiedad agraria y, en especial, la de los pequeños productores, tanto por el aspecto social que deriva de esa calidad como por la necesidad de incorporarlos como eficaces actores en el proceso productivo del agro.

	Por tal motivo, señala que los objetivos que se persiguen para la proposición de esta normativa son los siguientes:

	a) Permitir que los asignatarios directos de predios de la reforma agraria y demás deudores en similar condición, que estén en mora en el pago de sus cuotas, se acojan al crédito del 70% del monto de la cuota adeudada, condonándoseles, también, los intereses penales que les afecten, con la condición de que realicen el pago antes del 30 de abril de 1991.

	b) Hacer extensivo, a otros deudores de la cartera CORA-ODENA-SAG, los beneficios que la ley Nº 18.377 estableció para los “asignatarios”.

	c) Mantener la vigencia de los beneficios de la ley Nº 18.377 para deudores morosos, aplicándoles el crédito fiscal a la cuota en mora, incrementada por el reajuste y el interés penal.

	d) Condonar intereses penales a los segundos adquirentes de predios y a los adquirentes en remate, beneficio aplicable a un solo inmueble y siempre que el interesado pague lo adeudado antes del 30 de abril de 1991.

	Asimismo, el proyecto aborda otras materias conexas con las anteriores, en relación con inmuebles y procedimientos del proceso de reforma agraria.  Para ello, otorga facultades a la Dirección de Vialidad para ordenar la apertura o el ensanche de caminos interiores que hayan sido alterados o cerrados, con motivo de la parcelación dispuesta por el proceso de reforma agraria, por propietarios colindantes.

	Faculta, también, al Servicio Agrícola y Ganadero para requerir la inscripción de dominio de los sitios que venda a terceros y para pagar con recursos propios dicha inscripción.

	Modifica el procedimiento de remate de predios, en caso de no pago de la deuda fiscal ex-CORA, con objeto de hacerlo menos gravoso para el ejecutado.

	Faculta a la Corporación Nacional Forestal para cobrar tarifas en determinadas actuaciones, las que se fijarán por decreto supremo del Ministerio de Agricultura, con la firma del Ministro de Hacienda.

	El mensaje hace notar, también, que las franquicias que el presente proyecto atribuye a las deudas de que era acreedora la ex-CORA, benefician a 7.341 asignatarios directos y otros de similar origen, y a 9.943 segundos adquirentes de predios, beneficios que, en su conjunto, en términos económicos, significan una menor recaudación fiscal de aproximadamente seis mil millones de pesos.

	No obstante, la gravitación social de ella supera significativamente a cualquiera aproximación que pueda efectuarse en dinero.

1.- Principales disposiciones que el proyecto modifica o sustituye.

	-Artículo 8º de la ley Nº 18.377:  se lo reemplaza, con el propósito de que los deudores morosos puedan conservar el crédito fiscal del 70%, el que se aplicará sobre el monto de la cuota en mora, incrementado con el reajuste y el interés penal correspondientes.

	-Artículo 3º, inciso tercero, del decreto ley Nº 3.262, de 1980:  se lo sustituye, dejando sólo el requisito de insertar, en la escritura de enajenación, un certificado emitido por el Servicio de Tesorerías, dentro de determinado plazo, en el cual conste el hecho de que el deudor se encuentre al día en el pago de la deuda.

	-Artículo 34 de la ley Nº 18.768:  se le agrega un inciso segundo para incorporar, en el beneficio de la ley Nº 18.377, a los socios constituyentes de las sociedades adquirentes de tierras con anterioridad a la vigencia de la ley Nº 18.377.

	-Artículo 27 de la ley Nº 15.840, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas.  Se le añade un inciso segundo, con el objetivo de otorgar a la Dirección de Vialidad facultades para ordenar y hacer cumplir la reapertura o ensanche de caminos interiores que hubieren sido cerrados durante el proceso de reforma agraria.

	-Artículo 10 de la ley Nº 18.658:  se lo reemplaza, con objeto de hacer menos gravoso para el ejecutado el procedimiento de los remates.

2. Análisis del articulado del proyecto.

	El proyecto conste de once artículos permanentes, los que se comentan a continuación:

	El artículo 1º permite a los deudores señalados en el artículo 1º de la ley Nº 18.377, que al 1º de julio de 1990, se encontraren en mora en el pago de alguna de las cuotas anuales adeudadas al Fisco, acogerse a una condonaci6n del 100% de los intereses penales de cada cuota y a un crédito fiscal, no sujeto a devolución, equivalente al 70% del valor de ellas, reajustadas, una vez excluidos tales intereses, con la condición de que su pago se efectúe antes del 30 de abril de 1991.

	Dispone que tales beneficios serán aplicables a las cuotas que el deudor elija y a la fecha en que lo solicite.  De existir abonos parciales registrados en el Servicio de Tesorerías, se reliquidarán de acuerdo con el procedimiento señalado, imputándose el abono registrado al monto que resulte de la liquidación.

	Si existieren saldos en mora una vez transcurrido el plazo, será aplicable lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.377.

	El sistema propuesto no implica recalcular las cuotas en mora a la época en que debieron ser pagadas y, por lo tanto, no significa condonar la totalidad de los reajustes respectivos, sino que, simplemente, permite la eliminación de los intereses penales, lo que, evidentemente, conlleva el reconocimiento de una diferencia entre el deudor que pagó puntualmente su obligación y aquél que cayó en mora.

	El artículo 2º sustituye el artículo 80 de la ley NO 18.377, proponiendo, en términos generales, que el deudor, asignatario original, mantenga el beneficio del 70% de rebaja, aun para el caso de que se encuentre en mora. Sin embargo, se hace una diferencia entre el deudor diligente y aquél que no lo ha sido, aplicándosele, a este último, el interés penal convenido, del 9% anual.

	El artículo 3º da la posibilidad para que los segundos adquirentes, es decir, aquellos propietarios de tierras adquiridas de asignatarios originales y también de los que compraron los predios en remate (artículos 2º y 3º de la ley No 18.377), se acojan a un beneficio, único y transitorio, consistente en la condonación del 100% de los intereses en mora que afecten a cada cuota vencida y no pagada a la fecha de entrada en vigencia de la ley.

	Determina la forma y el procedimiento para optar a tal beneficio, señalando que éste sólo podrá solicitarse respecto de un solo inmueble.

	Debido a la calidad de los segundos adquirentes, este sistema deberá operar mediante una solicitud del deudor, formulada dentro de determinado plazo, al Servicio de Tesorerías, en la cual debe señalar las cuotas respecto de las cuales solicita la condonación y la individualización del predio correspondiente.

	Además, establece:  a) plazo para los efectos de que los interesados puedan efectuar el pago;  b) procedimiento que deberá emplear el Servicio de Tesorerías para la emisión de los boletines de pago, y  c) una sanción para aquéllos que hubieren obtenido el beneficio mediante fraude o dolo.

	El artículo 4º sustituye el inciso tercero del artículo 3º del decreto ley Nº 3.262, de 1980, con objeto de determinar, en la escritura de enajenación, la certificación por el Servicio de Tesorerías, de que el deudor se encuentra al día en el pago de la deuda que afectare al predio objeto de la compraventa, y el monto y condiciones de la misma.

	Conforme a la legislación que regula la enajenación de predios ex-CORA (decreto ley Nº 3.262 y decreto ley Nº 3.516), el adquirente está obligado a hacer suyas las deudas pendientes para con el Fisco, sin distinguir si éstas son de plazo pendiente o en mora.

	El artículo 5º agrega un inciso segundo al artículo 34 de la ley Nº 18.768, para hacer extensivos los beneficios a los socios integrantes de las sociedades de “asentados” constituidas en virtud del artículo 1º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, que hubieren adquirido tierras a éstas, con anterioridad a la vigencia de la ley Nº 18.377.

	El menciónado artículo 34 hizo aplicables, a los socios integrantes de las referidas sociedades, el beneficio establecido en la ley Nº 18.377, en caso de disolución o de liquidación de aquéllas.

	El artículo 6º extiende, a los trabajadores de predios agrícolas sometidos a los procesos de reforma agraria, y a las sociedades constituidas por tales trabajadores que adquirieron o adquirieren tierras de la ex Caja de Colonización Agrícola, ex Corporación de la Reforma Agraria, ex Oficina de Normalización Agraria o del Servicio Agrícola y Ganadero, el beneficio establecido en el artículo 1º, en el. inciso primero del artículo 4º y en el artículo 8º de la ley Nº 18.377.

	El Servicio Agrícola y Ganadero certificará la calidad de trabajador de un predio sometido al proceso de reforma agraria.

	El artículo 7º determina que tendrán derecho a los beneficios establecidos en el artículo anterior, para el pago de la deuda fiscal que afectare a los inmuebles o a quienes hubieren adquirido parcelas, huertos o sitios de conformidad con el artículo 3º del decreto ley Nº 3.262, de 1980, a los que acreditaren alguna de las calidades dispuestas en el artículo 5º del señalado decreto ley.  Dispone que tendrán derecho a esos beneficios los ex asentados que fueron excluidos del proceso de asignación por el artículo 71 de la ley Nº 16.640, sustituido por el artículo 4º del decreto ley Nº 208, de 1973, para lo cual sólo bastará que el interesado acredite tal circunstancia.

	El Servicio de Tesorerías, previa certificación del Servicio Agrícola y Ganadero, recalculará las deudas e imputará lo pagado en exceso a las cuotas vencidas y por vencer de la deuda.

	Se extinguirá el remanente, una vez efectuada la imputación, conjuntamente con la deuda.

	El artículo 8º agrega, al artículo 27 de la ley Nº 15.840, un inciso segundo con objeto de que la Dirección de Vialidad, a requerimiento de cualquier propietario, pueda ordenar y hacer cumplir la reapertura o ensanche de los caminos interiores resultantes de las parcelaciones de predios sometidos al proceso de reforma agraria que hubieren sido cerrados o modificados y que figuraren como tales en los respectivos planos de parcelación.

	Se evitan, de este modo, la intervención de los Tribunales de Justicia y la consiguiente tardanza en la solución del problema.

	El artículo 9º faculta al Servicio Agrícola y Ganadero para requerir la inscripción del dominio de los sitios que venda y para comprometer recursos presupuestarios en ello.

	Actualmente, existe una cantidad superior a los 1.500 títulos de dominio, provenientes de predios expropiados, que el Servicio Agrícola y Ganadero ha extendido para la venta de esos sitios.  Estos títulos no se han inscrito en el Registro de Propiedad de los correspondientes Conservadores de Bienes Raíces, debido a que sus adquirentes carecen de los recursos necesarios para ello.

	Dicha situación, además de perjudicar a los adquirentes, por la irregularidad de la tenencia de sus predios, genera para el Servicio Agrícola y Ganadero una actividad administrativa permanente e innecesaria.

	El artículo 10 sustituye el artículo 10 de la ley Nº 18.658, con el fin de establecer un nuevo procedimiento de remate, fijando la tasación de los inmuebles en un monto igual al avalúo fiscal vigente, incrementado en el 50%.

	En el caso de no presentarse postores, el Servicio de Tesorerías podrá solicitar una nueva subasta, con un mínimo igual a los dos tercios de la tasación señalada.

	Si no se presentaren postores en este segundo remate, el Servicio de Tesorerías, en representación. del Fisco, podrá pedir las siguientes medidas:

	a) Que se adjudiquen los bienes por los dos tercios, o

	b) Que se pongan por tercera vez en remate, por el precio que determine el tribunal.

	En este caso, dicho saldo sería de responsabilidad exclusiva del ejecutado, en la parte que no exceda del valor de la subasta, manteniendo el ejecutado su calidad de deudor exclusivo del remanente.

	Los avisos a que se refiere el artículo 489 del Código de Procedimiento Civil se reducirán, en estos juicios, a dos publicaciones.

	El artículo 11 faculta a la Corporación Nacional Forestal para cobrar tarifas por las actuaciones e inspecciones que deba realizar, con motivo del pago de bonificaciones forestales o de planes de manejo para tala de bosques.

	Señala que las tarifas se fijarán por decreto supremo del Ministerio de Agricultura, con la firma del Ministro de Hacienda.

	La Corporación Nacional Forestal, a la cual la ley de Presupuestos del Sector Público para el año próximo proporciona fondos como ingresos propios por concepto de tarifas, carece de facultades legales para cobrar por tales funciones y servicios, actividad por la cual se le otorga el derecho a su cobro.  La norma propuesta, precisamente, atiende a la satisfacción de ese objetivo.

III. DISCUSION Y VOTACION DEL PROYECTO.

A. Discusión General.

	Cabe hacer presente que, durante el debate habido en la Comisión, sus integrantes compartieron plenamente la idea fundamental del proyecto en informe, toda vez que estuvieron conscientes en buscar una solución al problema que afecta a estos deudores, entendiendo que con la iniciativa en informe se establece una manera de aliviar la difícil situación que los afecta.

	Por estas consideraciones, la iniciativa legal en informe fue aprobada, en general, por la unanimidad de los señores Diputados presentes.

B. Discusión Particular.

	En el seno de la Comisión, se acogieron, por unanimidad, tres indicaciones propuestas por el Ejecutivo, las que fueron solicitadas al señor Ministro de Agricultura por la Comisión en la discusión general del proyecto, a saber:

	1. Para eliminar, en la suma del mensaje, la frase: “y el artículo 12 de la ley Nº 18.525”.

	2. Para sustituir, en el inciso primero del artículo 1º, la frase final “antes del 30 de abril de 1991”, por la siguiente: “dentro de los 180 días siguientes a la publicación de esta ley”, y

	3. Para sustituir, en el artículo 4º, la palabra “compraventa” por “enajenación”.

	Asimismo, la Comisión dio su aprobación, en forma unánime, a una indicación para reemplazar, en el artículo 9º, la frase “que venda” por “que hubiese vendido o venda”, formulada por los Diputados señores Alamos, don Hugo; Galilea, don José; Melero, don Patricio, y Recondo, don Carlos.

	Cabe destacar que, sobre la sustitución propuesta, se consultó la opinión del Abogado Asesor del Ministerio de Agricultura, señor Eduardo Carrillo, en atención a que se trata de una materia de iniciativa propia del Ejecutivo.  En opinión del señalado profesional, tal indicación es procedente, porque contribuye a dar mayor claridad a la norma, interpretando su verdadero sentido.

	Artículo 1º.-  Sometido a votación el artículo 1º del proyecto, fue aprobado en forma unánime, con la indicación propuesta por el Ejecutivo.

	Artículo 2º.-  En el seno de la Comisión no se presentaron indicaciones sobre este artículo, el cual fue aprobado en los mismos términos propuestos y en forma unánime.

	Artículo 3º.-  Sometido a votación, fue aprobado por mayoría de votos.

	Artículo 4º.-  Se aprobó por unanimidad, con la indicación formulada por el Ejecutivo.

	Artículo 5º.-  Por no haber sido objeto de indicaciones, fue aprobado por asentimiento unánime.

	Artículo 6º.-  Por no haberse presentado indicaciones respecto de este artículo, fue aprobado, en forma unánime, por los señores Diputados presentes.

	Artículo 7º.- La Comisión lo aprobó por asentimiento unánime.

	Artículo 8º.-  En relación con este artículo, después de consultar a los representantes del Ministerio de Agricultura sobre sus alcances, la Comisión lo aprobó en forma unánime.

	Artículo 9º.-  Fue aprobado por consentimiento unánime, con la indicación propuesta por los Diputados señores Alamos, Galilea, Melero y Recondo, para sustituir la frase: "que venda" por "que hubiere vendido o vendiere".

	Artículo 10.-  La Comisión aprobó, por mayoría de votos, el texto propuesto por el Ejecutivo.

	Artículo 11.-  Se aprobó, por mayoría de votos, el texto contenido en el mensaje del Ejecutivo.  Se consignó la constancia solicitada por los Diputados señores Melero (Presidente) y Munizaga, en el sentido de dejar establecida su abstención, por considerar que esta norma es ajena al proyecto y propia de una legislación miscelánea.

IV. MENCIÓN DE LOS ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

	Por unanimidad, la Comisión determinó que no hay artículos en tal situación.

V. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.

	Durante el estudio del proyecto, la Comisión escuchó la opinión de las siguientes personas:

	Del señor Ministro de Agricultura, don Juan Agustín Figueroa.

	Del señor Iván Nazif, Director de la División de Estudios y Presupuesto, del mismo Ministerio.

	Del señor Francisco Zúñiga, asesor legislativo de esa Secretaría de Estado.

	Del señor Eduardo Carrillo, asesor jurídico de la misma Secretaría de Estado.

	Del señor Omar Jofré, Presidente de la Coordinadora de Asociaciones Gremiales Campesinas de Chile.

	De los señores Santiago Carvajal y Juan Ahumada, dirigentes sindicales de la Comisión Nacional Campesina.

	Del señor Juan Carlos Vio, abogado de la Comisión Nacional Campesina.

	Cabe destacar que, durante la discusión general y particular del proyecto, por instrucción del Ministro del ramo, motivada por una solicitud de la Comisión, los señores Francisco Zúñiga y Eduardo Carrillo, precedentemente mencionados, ilustraron detalladamente a la Comisión sobre los alcances de la normativa propuesta.

VI. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

	En conformidad con lo establecido en el artículo 219 del Reglamento y en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión estimó que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos: 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 9º, 10 y 11.

VII. MENCIÓN DE LOS ARTÍCULOS QUE NO HAYAN SIDO APROBADOS POR UNANIMIDAD.

	En esta situación, se encuentran los artículos 3º, 10 y 11.

VIII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DE LOS DIPUTADOS, CUYO VOTO HAYA SIDO DISIDENTE DEL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION GENERAL.

	No hubo opiniones disidentes en la votación general del proyecto.

IX. INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

	1.- De los Diputados señores Acuña, don Mario, y Jara, don Sergio, para suprimir el artículo 3º del proyecto.  Por mayoría de votos.

	2.- Del Diputado señor Galilea, don José, al artículo 9º, para sustituir la palabra "podrá" por "deberá".  Por mayoría de votos.

	3.- De los Diputados señores Alamos, don Hugo; Galilea, don José; Melero, don Patricio; Munizaga, don Eugenio, y Recondo, don Carlos, al artículo 10, para suprimir, en su inciso tercero, la oración "podrá pedir a su elección, cualquiera de las siguientes medidas:

	a) Que se le adjudiquen los bienes por los dichos dos tercios, o

	b) Que se pongan por tercera vez a remate por el precio que el tribunal determine" y reemplazarla por la siguiente:

	"Pondrá a remate el inmueble al mejor postor y, en tal caso, no habrá mínimo para las posturas".  Por mayoría de votos.

	4.- Del Diputado señor Letelier, don Juan Pablo, al artículo 10, para sustituir el inciso tercero por el siguiente:

	"Si, puestos a remate los inmuebles embargados por los dos tercios de la tasación, tampoco se presentaren postores, el Servicio de Tesorerías, en representación del Pisco, se adjudicará los bienes por los dichos dos tercios".  Por mayoría de votos.

X. teXto del proyecto de ley.

	Por las consideraciones anteriormente expuestas y por las que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo, os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY.

	"Artículo 1º.-  Los deudores a que se refiere el artículo 1º de la ley Nº 18.377, que al 1º de julio de 1990 se encontraren en mora en el pago de algunas de las cuotas anuales adeudadas al Fisco, tendrán derecho a una condonación del 100% de los intereses penales que afecten a cada cuota y a un crédito fiscal, no sujeto a devolución, equivalente al 70% del valor de las mismas cuotas reajustadas, una vez excluidos tales intereses, siempre que los saldos en mora se paguen dentro de los 180 días siguientes a la publicación de esta ley.

	Los beneficios aludidos se aplicarán, a solicitud del deudor, a las cuotas que elija y a la fecha en que solicite la correspondiente liquidación.  En caso de que en esa fecha el Servicio de Tesorerías registrare abonos parciales a la cuota elegida, se procederá a reliquidarla conforme con lo dispuesto en el inciso anterior, imputándose el abono registrado al monto que resultare de esa liquidación.

	Si transcurrido el plazo de pago a que se refiere el inciso primero, el deudor aún registrare saldos en mora, se aplicará lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.377.

	Artículo 2º.-  Sustitúyese el artículo 8º de la ley Nº 18.377 por el siguiente:

	“Artículo 8º.- Los deudores a que se refiere el artículo 1º que incurrieren en mora en el pago de alguna cuota conservarán el crédito fiscal del 70% establecido en esa norma, el que se aplicará sobre el monto de la cuota en mora, incrementado con el reajuste y con el interés penal correspondientes.”

	Artículo 3º.-  Las personas que, con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, hubieren adquirido inmuebles derivados de los procesos de reforma agraria dispuestos por las leyes Nos. 15.020 y 16.640 y respecto de los cuales no gozaren del crédito fiscal establecido en el inciso segundo del número Nº 1 del artículo 1º de la ley Nº 18.377, podrán acogerse a una condonación del 100% de los intereses penales que afecten a las cuotas en mora de la deuda fiscal, en la forma y condiciones que se fijan a continuación:

	a) El beneficio podrá solicitarse respecto de un solo inmueble de propiedad del deudor.  Para estos efectos, se considerarán como de propiedad de una misma persona los predios pertenecientes a la sociedad conyugal, inscritos a nombre de cualquiera de los cónyuges, y los que se encontraren inscritos a nombre de los hijos menores del solicitante, a menos que hayan sido adquiridos con el patrimonio propio del menor, o por donación entre vivos, no otorgada por sus padres o por sucesión por causa de muerte;

	b) Para acogerse al beneficio, el interesado deberá presentar al Servicio de Tesorerías, dentro del plazo de 60 días, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, una solicitud en la que se señalarán las cuotas respecto de las cuales se pidiere la condonación de intereses y se individualizará el predio correspondiente, debiendo acompañarse a dicha solicitud copia del título de dominio y el certificado de vigencia, sin perjuicio de los demás antecedentes que pudiere requerir el mencionado Servicio;

	c) El Servicio de Tesorerías procederá a emitir los correspondientes boletines de pago, expresando el monto por pagar en pesos y en su valor equivalente en unidades de fomento.  Concluido dicho proceso, comunicará tal circunstancia mediante un aviso publicado en el Diario Oficial.

	Para los efectos del pago, se considerará la unidad de fomento vigente en el día del pago;

	d) Los interesados tendrán un plazo de 90 días, contados desde la publicación del aviso a que se refiere la letra precedente para efectuar el pago.  Si éste no se realizare dentro del plazo señalado, se entenderá que el interesado renuncia al beneficio dispuesto en esta ley y los saldos insolutos en mora deberán pagarse como si no se hubiere solicitado el beneficio.  El Servicio de Tesorerías recibirá solamente el pago de cuotas completas y no abonos a las mismas, y

	e) Quienes, mediante fraude o dolo, obtuvieren el beneficio establecido en este artículo, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.

	Artículo 4º.-  Sustitúyese el inciso tercero del artículo 3º del decreto ley Nº 3.262, de 1980, por el siguiente:

	“Para los efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores, en la escritura de enajenación deberá insertarse un certificado emitido por el Servicio de Tesorerías, con una antelación no superior a 30 días, desde la fecha de la escritura, en el cual conste el hecho de que el deudor se encuentra al día en el pago de la deuda que afecta al predio objeto de la enajenación, y el monto y condiciones de la misma.”

	Artículo 5º-  Agrégase, al artículo 34 de la ley Nº 18.768, el siguiente inciso segundo:

	“Igual beneficio tendrán los socios constituyentes de las sociedades a que se refiere el inciso anterior que hubieren adquirido tierras de éstas con anterioridad a la vigencia de la ley Nº 18.377.”

	Artículo 6º.-  Los trabajadores de predios agrícolas sometidos a los procesos de reforma agraria dispuestos por las leyes Nos. 15.020 y 16.640, y las sociedades constituidas por tales trabajadores, que adquirieron o adquirieren tierras de la ex Caja de Colonización Agrícola, ex Corporación de la Reforma Agraria, ex Oficina de Normalización Agraria, o del Servicio Agrícola y Ganadero, gozarán de los beneficios establecidos en el artículo 1º, en el inciso primero del artículo 4º y en el artículo 8º de la ley Nº 18.377.

	Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, el Servicio Agrícola y Ganadero certificará la calidad de trabajador de un predio sometido al proceso de reforma agraria.

	Artículo 7º.-  Quienes hubieren adquirido parcelas, huertos o sitios de conformidad con el artículo 3º del decreto ley Nº 3.262, de 1980, y acreditaren reunir alguna de las calidades señaladas en las letras a), b) o c) del artículo 5º de dicho cuerpo legal, tendrán derecho a los beneficios establecidos en el artículo anterior para el pago de la deuda fiscal que afectare a esos inmuebles.  En todo caso, tendrán derecho a esos beneficios los ex asentados que fueron excluidos del proceso de asignación por aplicación de la causal incorporada al artículo 71 de la ley Nº 16.640, por el decreto ley Nº 208, de 1973, para lo cual sólo bastará que el interesado acredite tal circunstancia.

	El Servicio de Tesorerías procederá a recalcular tales deudas, previa certificación del Servicio Agrícola y Ganadero, en el sentido de que los titulares de las mismas reúnen las condiciones señaladas en el inciso precedente, e imputará lo pagado en exceso a las cuotas vencidas y por vencer de la deuda.

	Efectuada la imputación, el remanente que quedare a favor del adquirente se considerará extinguido conjuntamente con la deuda.

	Artículo 8º.-  Agrégase, al artículo 27 de la ley Nº 15.840, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, el siguiente inciso segundo:

	"Igualmente, la Dirección de Vialidad, a requerimiento de cualquier propietario de parcela que tenga interés actual en ello y con la sola exhibición del respectivo título de dominio, ordenará y hará cumplir la reapertura o ensanche de los caminos interiores resultantes de las parcelaciones de predios sometidos al proceso de reforma agraria llevado a cabo en virtud de las leyes Nos. 15.020 y 16.640, que hubiesen sido cerrados o modificados y que figuren como tales en los respectivos planos de parcelación."

	Artículo 9º.-  El Servicio Agrícola y Ganadero podrá requerir la inscripción del dominio de los sitios que hubiese vendido o venda y comprometer recursos presupuestarios en ello.

	Artículo 10.-  Sustitúyese el artículo 10 de la ley Nº 18.658 por el siguiente:

	"La tasación de los inmuebles que el Fisco remate para hacer efectivos los créditos de que hace mención el artículo anterior será igual al avalúo fiscal vigente en la fecha de la subasta, incrementado en el 50%.

	Si no se presentaren postores en el día fijado para el primer remate, el Servicio de Tesorerías solicitará que se efectúe una nueva subasta, cuyo mínimo será igual a los dos tercios de la tasación señalada en el inciso precedente.

	Si puestos a remate los inmuebles embargados por los dos tercios de la tasación, tampoco se presentaren postores, el Servicio de Tesorerías, en representación del Fisco, podrá pedir, a su elección, cualquiera de las, siguientes medidas:

	a) Que se le adjudiquen los bienes por los dichos dos tercios, o

	b) Que se pongan por tercera vez a remate por el precio que el tribunal determine.

	Efectuado el remate, el producto de éste se imputará al total de la deuda que registre el predio, sea ésta vencida o pendiente.  Si dicho producto no fuere suficiente para cubrir el total adeudado, el saldo insoluto se extinguirá por el solo ministerio de la ley.  Sin embargo, si por efecto de tercerías de prelación o de pago interpuestas por otros acreedores en este procedimiento no se imputare, en definitiva, el total del precio del remate al pago de la deuda fiscal, el saldo insoluto se extinguirá sólo en lo que exceda del valor de la subasta, manteniendo el ejecutado su calidad de deudor exclusivo del remanente, el cual se pagará en los plazos y condiciones establecidos en el título de adquisición del predio subastado.

	Los avisos a que se refiere el artículo 489 del Código de Procedimiento Civil se reducirán, en estos juicios, a dos publicaciones."

	Artículo 11.-  Facúltase a la Corporación Nacional Forestal para cobrar tarifas por las actuaciones e inspecciones que deba realizar con motivo del pago de bonificaciones forestales o de planes de manejo para tala o aprovechamiento de bosques.

	Las tarifas se fijarán por decreto supremo del Ministerio de Agricultura, el que llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda."

�

	Se designó Diputado Informante, al señor MANUEL ANTONIO MATTA ARAGAY.

	SALA DE LA COMISIÓN, a 19 de diciembre de 1990.



















	Acordado en sesión de fecha 19 de diciembre de 1990, con asistencia de los Diputados señores Melero, don Patricio (Presidente); Acuña, don Mario; Alamos, don Hugo; Elgueta, don Sergio; Galilea, don José; Jara, don Sergio; Letelier, don Juan Pablo; Munizaga, don Eugenio; Recondo, don Carlos; Rodríguez, don Claudio; Rojo, don Hernán; Rojos, don Julio; Salas, don Edmundo, y Tohá, don Isidoro.

MIGUEL CASTILLO JEREZ,

Secretario de la Comisión.
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